RESPUESTA DE ESPAÑA A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN DE LA OFICINA DE NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS (OACNUDH) PARA EL PRÓXIMO ESTUDIO DEL MECANISMO DE NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS
Atendiendo a la solicitud de información enviada porla OACNUDH para el próximo estudio del Mecanismo de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas que se centrará en “Leyes, legislación, políticas, constituciones, decisiones judiciales y otros mecanismo en los que los Estados hayan adoptado medidas para alcanzar los fines de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, de conformidad con el artículo 38 de la Declaración” y que será presentado en el 57ª período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos, España traslada la siguiente información:
· Políticas y medidas adoptadas en aplicación de la Declaración.
El Gobierno de España ha tenido a los pueblos indígenas como uno de los grupos de acción prioritaria en su cooperación internacional para el desarrollo desde su origen. En los años 80 se produjeron las primeras iniciativas, a través de acciones involucrando apersonas expertas, contactos con organismos internacionales y trabajo con organizaciones no gubernamentales para el desarrollo (ONGD). Con la creación de la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI), en 1988, se consagra los derechos de los pueblos indígenas como una prioridad dentro de su trabajo en América Latina. 
En ese contexto, como parte de la política de cooperación internacional para el desarrollo, el Gobierno de España impulsó, en el marco de la II Cumbre Iberoamericana (Madrid, 1992), la creación del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe, actualmente conocido como FILAC, del que España es Estado miembro y al que contribuye tanto en su funcionamiento como en la implementación de sus estrategias y planes de acción.
En los años 90 el trabajo con pueblos indígenas fue creciendo en importancia dentro de la AECI, tanto estratégicamente como económicamente. En 1997 se aprueba la primera Estrategia de la Cooperación Española con los Pueblos Indígenas y en 1998 se pone en marcha el Programa Indígena de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID).

En los años siguientes se vería un incremento cualitativo y cuantitativo de la acción de la cooperación internacional para el desarrollo con los pueblos indígenas, con un incremento en el presupuesto destinado a acciones de cooperación, una intensificación del trabajo institucional, a nivel nacional e internacional, para el reconocimiento y el apoyo a sus derechos. Fruto de esos esfuerzos, en los años siguientes tuvieron lugar hitos fundamentales para el posicionamiento de la cuestión indígena a nivel nacional e internacional, como fueron: 

· La ratificación del Convenio nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, en febrero de 2007. 

· También en 2007 se aprueba y publica la nueva Estrategia de la Cooperación Española con los Pueblos Indígenas (ECEPI). Tras años de proceso entre todos los actores implicados, se acuerda esta estrategia que consigue recoger las demandas de los movimientos y organizaciones indígenas, que define y orienta la política de cooperación con los pueblos indígenas de la Cooperación Española a partir de entonces.

· Se aprueba la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en septiembre de 2007, a la que España contribuyó activamente, formando parte del Grupo de Amigos de la Declaración. 

· Programas y acciones concretas en aplicación de la Declaración.
Como parte de la política pública de cooperación internacional para el desarrollo del Gobierno de España destaca especialmente el Programa Indígena, gestionado desde la Dirección de Cooperación con América Latina y el Caribe de la AECID (DCALC), que tiene como principal cometido coordinar y articular las intervenciones de la Cooperación Española con los pueblos indígenas que realizan las distintas unidades de la AECID, así como prestar asesoramiento para lograr la más adecuada aplicación de los distintos instrumentos a la especificidad del trabajo con estos pueblos, siempre en el marco de la mencionada Estrategia de la Cooperación Española con los Pueblos Indígenas (ECEPI).

De forma complementaria a la cooperación bilateral, el Programa Indígena tiene como objeto el apoyo a acciones y políticas de desarrollo, de defensa y promoción de derechos y de trabajo en general por los pueblos indígenas de América Latina, con un presupuesto propio, una agenda y una estrategia específica (la ECEPI) y una acción que se extiende a los países socios de la región, en conjunto con las, los Centros de Formación y los Centros Culturales de la Cooperación Española, así como con el resto de unidades de la AECID en sede.

El presupuesto acumulado dedicado al Programa Indígena en el periodo 2008-2023 ha sido de cerca de 20.000.000 €, con los que se han financiado más de cien proyectos de cooperación, acciones e iniciativas de diferente tipo, y se ha colaborado con numerosas entidades públicas y de la sociedad civil en esta lucha. 
El Programa Indígena se ha venido articulando alrededor de cinco grandes líneas de acción prioritarias: 

1. Apoyo a la participación política plena y efectiva de los pueblos indígenas en todos aquellos procesos regionales e internacionales y del sistema de Naciones Unidas que les afecten, por sí mismo, mediante sus propios representantes.
2. Promoción e implementación de los instrumentos internacionales en la materia, y en particular la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Convenio Nº 169 de la OIT.

3. Acciones de fortalecimiento de capacidades y estructuras propias de los pueblos indígenas. 

4. Promoción de políticas y acciones específicas de apoyo a las mujeres indígenas en la defensa de sus derechos y la promoción de su participación plena en los espacios de toma de decisión a nivel político, económico y social.
5. Apoyo y acompañamiento al fortalecimiento de la comunicación, los medios de difusión y la creación indígenas. 

Por otro lado, la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación viene convocando desde 1991 el Premio Bartolomé de las Casas para promover el conocimiento y reconocimiento de las manifestaciones culturales de los pueblos indígenas de América Latina y el Caribe y para distinguir a aquellas personas, instituciones u organizaciones que hayan destacado a lo largo del tiempo en la protección de sus derechos. La AECID participa de manera significativa en el jurado, así como en el proceso previo de instrucción y valoración de las candidaturas. En los últimos años, se ha premiado a la Fundación Caminos de Identidad (FUCAI) de Colombia (2015), a la Organización de Mujeres Indígenas por la Conservación, Investigación y Aprovechamiento de los Recursos Naturales de Oaxaca (2017), a las activistas y defensoras Alma López Mejía (Guatemala) y María Clemencia Herrera Nemrayema (Colombia), a la Casa de Salud de la Mujer Indígena de Ometepec, estado de Guerrero, y en el año 2022, ex aequo, al Centro Alternativo para el Desarrollo Integral Indígena A.C. (CADIN) de México y al Centro de Investigación Diseño Artesanal y Comercialización Cooperativa (CIDAC) de Bolivia.

En cuanto al FILAC, la contribución del Gobierno de España a su funcionamiento institucional y a su sostenimiento se realiza fundamentalmente mediante aportaciones al capital social y concesión de subvenciones para realizar programas.

El FILAC es el único organismo multilateral de cooperación internacional especializado en la promoción del autodesarrollo y el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas. Se creó en 1992 como Programa Iberoamericano durante la II Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en Madrid. Posteriormente se convirtió en organismo internacional, al depositarse el convenio ante la Secretaría General de la ONU para su ratificación. Una de las condiciones fundamentales que determina el carácter institucional del Fondo Indígena es la representación paritaria de delegados gubernamentales e indígenas de cada uno de los Estados miembros de América Latina y el Caribe.  
· Análisis de las medidas adoptadas, conclusiones y recomendaciones que puedan aportar ejemplos constructivos de aplicación de la Declaración.
Destacan la Declaración de Iximuleu y el Plan de Acción de Iberoamérica para los Pueblos Indígenas, ambos aprobados por los Jefes de Estado y de Gobierno en la XXVI Cumbre Iberoamericana, de La Antigua, Guatemala, en noviembre de 2018, como paso inicial para la integración de los temas indígenas en la agenda Iberoamericana. 

La Declaración de Iximuleu toma en consideración la situación de los pueblos indígenas en la región para acordar una serie de acciones que se recomienda emprender a los Gobiernos de los Estados Miembros: eestablecer marcos normativos e institucionales nacionales adaptados a los estándares internacionales de derechos de los pueblos indígenas, mediante la creación de mecanismos permanentes de diálogo entre pueblos indígenas e instituciones gubernamentales; adoptar y aplicar de políticas públicas pertinentes para la promoción y atención de los temas de importancia prioritaria para los pueblos indígenas; garantizar procedimientos de consulta sobre el consentimiento previo, libre e informado en toda materia atinente a los intereses de los pueblos indígenas; exigir que se actúe contra las violaciones de derechos humanos y contra la criminalización de las personas defensoras de derechos humanos; solicitar a los estados la asignación de recursos presupuestarios para la consecución de estos objetivos.

El Gobierno de España apoya específicamente la implementación efectiva del Plan de Acción 2018-2028, que forma parte de la Declaración. En este Plan se definen cuatro objetivos estratégicos para generar condiciones propicias para la efectiva realización de los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas, con perspectiva intergeneracional y enfoque de género: 

1. Ajustar los marcos normativos e institucionales nacionales a los estándares internacionales de derechos de los pueblos indígenas.

2.  Incluir la perspectiva de los pueblos indígenas en los planes nacionales para la implementación y seguimiento de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible.
3. Establecer mecanismos formales y permanentes de participación, diálogo y consulta entre Estados y pueblos indígenas.

4. Fortalecer la participación plena y efectiva de las mujeres indígenas en la generación de políticas públicas dirigidas a prevenir las formas de violencia de las que son víctimas.
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